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Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la  

codemandada Amarilis del Rosario Buelvas Naranjo en contra de la sentencia 

proferida en audiencia del 29 de julio de 2022, por el Juzgado 14 Civil del 

Circuito de Medellín. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado 14 Civil del Circuito de Medellín, por virtud de 

apelación interpuesta por la  codemandada en contra de la sentencia proferida 

en audiencia del pasado 29 de julio, ha llegado a esta Corporación el proceso 

verbal de responsabilidad civil extracontractual promovido por las señoras 

Yeniffer Restrepo Álvarez y Gladys Álvarez García, en contra de Edwin 

Alejandro González Ladino, en calidad de conductor, y de Amarilis Buelvas 

Naranjo, en calidad de propietaria del rodante de placas BNF 005, deprecando 

se les declare conjunta o solidariamente responsables de los perjuicios por 



aquellas sufridos con ocasión del fallecimiento de su hijo y hermano en 

accidente de tránsito ocurrido el 15 de marzo de 2016. Ello con fundamento 

en la narración fáctica que así compendia: 

 

Que el núcleo familiar de las accionantes lo conformaban ellas y su hijo y 

hermano Jhon Fabian Restrepo Álvarez, nacido el 7 de diciembre de 1981; 

que el 15 de marzo de 2016 alrededor de las 2 am, el mencionado se 

desplazaba como ocupante del vehículo de placas BNF-005, Marca MAZDA, 

línea NE 323, color plata, Modelo 2003, de propiedad de Amarilis Buelvas 

Naranjo y conducido por Edwin Alejandro González Ladino, cuando se 

presentó un accidente de tránsito consistente en volcamiento en el cual perdió 

la vida el hijo y hermano de las demandantes. 

 

Que el fallecido trabajaba de manera independiente haciendo diligencias, de 

lo que obtenía una suma mensual aproximada de $900.000. 

 

Que las accionante sufrieron un daño emergente consistente en pago de 

honorarios de abogado, autenticaciones, certificaciones, copias y transporte a 

medicina legal en cuantía de $2’000.000,oo; la señora Gladys Álvarez García 

sufrió lucro cesante, para lo cual deberá tenerse en cuenta su expectativa de 

vida puesto que para el momento de los hechos contaba con 56 años de edad, 

así como el 50% de lo devengado por el occiso que era la suma de $800.000. 

 

Que igualmente las demandantes tuvieron un daño moral subjetivo y daño a 

la vida de relación, cada uno de los cuales cuantifican en suma equivalente a 

100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada una. 

 

LA RÉPLICA 

 

La demanda se tuvo por no contestada al no haberse acompañado 

oportunamente en debida forma el poder o poderes que habilitaran a la 

abogada suscriptora del respectivo memorial. 

 

Trabada la relación procesal y evacuado el trámite pertinente se profirió 

sentencia en audiencia del pasado 29 de julio, acogiendo las pretensiones, en 

el sentido de declarar civil y extracontractualmente responsables a los 

demandados, a quienes condenó a pagar las siguientes sumas: a la señora 



Gladys Álvarez García: DAÑO EMERGENTE: $490.000; LUCRO CESANTE 

CONSOLIDADO Y FUTURO: $159.885.954; PERJUICIO MORAL: 50 SMLMV; 

DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN: 15 SMLMV. Y a la señora Yéniffer Restrepo 

Álvarez: DAÑO EMERGENTE: $490.000; PERJUICIO MORAL: 20 SMLMV; 

DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN: 5 SMLMV. También condenó en costas en 

favor de estas, fijando agencias en derecho en $18’000.000.  

 

Para decidir de tal manera adujo la juez, básicamente que estaban satisfechos 

los presupuestos procesales y los materiales para la sentencia de mérito. 

Ofreció seguidamente algunas consideraciones generales sobre la 

responsabilidad civil que, según provenga del incumplimiento de obligaciones 

derivadas de un acuerdo de voluntades, o del desconocimiento de las 

obligaciones impuestas por la ley o de la comisión de un delito o culpa, se ha 

clasificado como contractual o extracontractual. Es así como el art. 2341 del 

C.C. establece el régimen de la responsabilidad extracontractual. La 

legislación colombiana ha tenido como fuente de la responsabilidad 

extracontractual: el hecho propio, el hecho de un tercero y el hecho de las 

cosas, y según la fuente de responsabilidad cambia la carga de la prueba y 

surgen determinadas presunciones a favor del demandante.  

 

La responsabilidad civil extracontractual por actividades peligrosas encuentra 

su fundamento en el art. 2356 C.C. estableciendo una presunción de culpa o 

de responsabilidad e incluso responsabilidad objetiva, según las diversas tesis. 

Independientemente del sistema que se adopte, lo cierto es que la única 

forma de exonerase es demostrando una causa extraña que rompa el nexo 

causal, punto en el cual cita providencia de la Corte Suprema de Justicia. 

 

Tiene sentada la jurisprudencia que la sola calidad de dueño de la cosa con 

que se ejerce actividad peligrosa es suficiente para fijar en esa persona una 

eventual responsabilidad por los perjuicios que con ella se causen, lo 

importante es que posea un poder de control y dirección sobre la cosa, así lo 

ha reiterado la C.S.J. 

 

En el caso concreto, están acreditados los supuestos de la responsabilidad 

civil extracontractual, así, Hecho: la actividad de conducción de vehículos ha 

sido catalogada como peligrosa por los riesgos que entraña. Se entiende por 

hecho el comportamiento causante del daño, en el sub judice, el accidente de 



tránsito ocurrido el 15 de marzo de 2016 aproximadamente a las 2 am en la 

calle 46 frente al 75-98 vía machado, en la cual se vio involucrado el vehículo 

de placas BNF-005 conducido por el señor Edwin Alejando González Ladino y 

de propiedad de la señora Amarilis Buelvas Naranjo, conducta que 

presuntamente ocasionó el deceso de John Fabian Restrepo Álvarez quien iba 

como ocupante del vehículo. Esto se demuestra con el informe policial de 

accidente de tránsito (f. 41 a 43 archivo digital 01); también el informe 

ejecutivo FPJ3 elaborado por Policía Judicial en la fecha indicada (f. 44 a 48 

archivo digital 01); la inspección técnica a cadáver FPJ10 obrante en el mismo 

archivo digital; Los testimonios presentados por la parte demandante, 

principalmente el del agente de tránsito; los interrogatorios absueltos por 

demandantes y demandados; también la fijación del litigio donde se reconoció 

como probado el accidente de tránsito. Además conforme al art. 97 del C.G.P., 

la falta de contestación hace presumir ciertos los hechos susceptibles de 

confesión contenidos en la demanda, por tanto debe tenerse por ciento el 

hecho 4º de la demanda, conforme al cual para fecha indicada a eso de las 

2am el señor John Fabián Restrepo Álvarez se desplazaba como ocupante del 

vehículo reseñado, cuando se presentó el volcamiento. 

 

Sobre el daño, perjuicios materiales y morales sufridos por las demandantes, 

se tiene: en efecto, el informe policial de accidente de tránsito informa que el 

señor Jhon Fabian Restrepo Álvarez fue víctima mortal del referido accidente; 

igual el formato de inspección técnica al cadáver; además conforme al art. 97 

del C.G.P. debe tenerse por probado el hecho 4 y el 5 de la demanda, que el 

mismo falleciera como consecuencia del referido accidente.  

 

Ahora desde la perspectiva del daño extrapatrimonial se reclaman perjuicios 

morales y daño a la vida de relación. Como lo ha dicho la Corte, el daño moral 

se presume, a menos que surja prueba que lo desvirtué. Para acreditar los 

perjuicios extrapatrimoniales en este caso se trajeron los testimonios de Eliana 

García y Juan Carlos Molina Londoño, para estos, la muerte del hijo causó en 

su madre una afectación emocional y económica, tenían una relación muy 

unida de cariño y amor y era quien veía económicamente por ella. Y en cuanto 

a Yenifer Restrepo, también se vio muy afectada porque era una relación de 

mucha hermandad, de apoyo mutuo, que era con la que mejor se llevaba de 

los hermanos. Y si bien indicó en su interrogatorio el demandado que la 



relación de la victima con su hermana era de discordia, no existe en el 

expediente ninguna prueba que respalde su dicho. 

 

Los mismos testigos permiten acreditar que la señora Gladys, madre del 

occiso, dependía de este, que él era el encargado de los servicios públicos y 

los gastos de alimentación de su madre, quien era ama de casa, y solo empezó 

a trabajar en casas de familia, luego del fallecimiento de su hijo. 

 

Luego, es indudable que existe un daño moral, dado el sufrimiento padecido 

por las víctimas, al igual que el daño a la vida de relación. 

 

El tercer elemento de la responsabilidad es el nexo causal. De las pruebas 

documentales, testimoniales e interrogatorios de parte, se tiene que en efecto 

el vehículo conducido por Edwin Alejandro González Ladino, que es de 

propiedad de la señora Amarilis Buelvas Naranjo, fue quien efectivamente 

causó la muerte de John Fabian Restrepo Álvarez.  

 

Ahora, como consecuencia de la sanción por no contestación de la demanda, 

conforme al art. 97 C.G.P., debe tenerse por probado el hecho 13 de la 

demanda según el cual, es el conductor del rodante quien despliega la 

conducta omisiva, imprudente, temeraria y contraria a la ley de tránsito 

contenida en la Ley 769 de 2002, arts. 51,61 y 67. 

 

La responsabilidad también cubre a la demandada Amarilis Buelvas Naranjo 

en su calidad de propietaria del vehículo y por tanto guardiana y beneficiaria 

de la actividad peligrosa, pues no se adujo prueba alguna que desvirtuara tal 

presunción. Y si bien los demandados en su interrogatorio quieren aducir una 

culpa de la víctima por no llevar el cinturón de seguridad y por encontrarse 

estado de embriaguez y bajo el efecto de sustancias psicoactivas, debe decirse 

que ningún debate probatorio se trajo que diera cuenta de esas situaciones, 

y en cuanto al supuesto estado de embriaguez o alucinógeno del pasajero, en 

nada incide en la responsabilidad del conductor que es quien tiene  a su 

mando el ejercicio de actividad peligrosa y es este quien debe conservar sus 

sentidos plenos y la debida diligencia y cuidado para ejercer esta actividad. 

 



Luego están acreditados los 3 elementos de la responsabilidad civil 

extracontractual, y ninguna prueba ni oposición presentaron los demandados 

y menos aún demostraron algún eximente de responsabilidad. 

 

Pasó entonces a la valoración de los perjuicios causados citando el art. 16 de 

la 446 de 1998, rememorando que las demandantes reclaman daño 

emergente en cuantía de dos millones de pesos que involucra varios factores, 

de lo cual solo se probó lo relacionado con gastos de entierro en cuantía de 

$980.000, por lo que se reconocerá a cada demandante $490.000; en cuanto 

a lucro cesante se pide para la madre $129’513.373, de los cuales 20’821.903 

corresponden al consolidado y 108’691.469 al futuro, para esto partió la 

demandante de $800.000 mensuales que se afirma devengaba la víctima 

como independiente. Pero, aunque los testigos dieron cuenta que la víctima 

se dedicaba a labores independientes y del comercio, no pudieron dar cuenta 

de su ingreso, por lo que se dará aplicación a la presunción jurisprudencial 

teniendo como ingreso el salario mínimo de 2016. 

 

En cuanto a los perjuicios morales se estima el sufrimiento padecido por la 

madre en la suma de 50 salarios mínimos legales vigentes, y para la hermana, 

20 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Daño a la vida de relación, 

para la madre 15 salarios y para la hermana 5 salarios. 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

La sentencia fue apelada por la apoderada de los demandados, señalando en 

el acto: “Yo sí presento el recurso con respecto a Amarilis y con respecto a 

las costas”  

 

Ya por escrito, dentro de los 3 días siguientes, expresó la recurrente que, 

aunque la mencionada señora era la propietaria del vehículo, el mismo era 

manejado exclusivamente por su esposo en labores de mensajería para poder 

subsistir, que ella ni siquiera sabe manejar, que nunca lo ha hecho, que 

entonces no se le puede trasmitir una actividad que nunca ha ejercido y 

menos una responsabilidad que no le corresponde. Que “siendo la señora 

BUELVAS NARANJO la titular del vehículo, en el evento de tener que responder 

con el conductor a pagar los daños provocados por este, solo sería hasta por 

un monto equivalente al valor del vehículo involucrado en el accidente.” 



De otro lado, sostiene que el occiso como pasajero del vehículo tuvo su cuota 

de responsabilidad al no llevar puesto el cinturón de seguridad y “Que no 

hubo ningún debate probatorio, claro que no lo hubo, el que hubiera estado 

usando el cinturón de seguridad solo lo sabía el conductor que era el que lo 

transportaba, puesto que cuando las autoridades llegaron al sitio del siniestro, 

el vehículo ya había sido enderezado para poder liberar al occiso.” 

 

Finamente se muestra inconforme con el monto de las agencias en derecho 

que encuentra exagerado y que no se compadece con la precaria situación 

económica de los demandados que “prácticamente viven de la caridad, están 

en condiciones de vulnerabilidad manifiesta, situación que deja sentado, las 

incapacidades del señor EDWIN ALEJANDRO GONZALEZ LADINO, el no poder 

trabajar y valerse por sí mismo, hacen imposible el pago no solo de la 

sentencia condenatoria si no también de esta condena en costas”. 

 

El recurso fue admitido por auto del pasado 7 de septiembre, notificado por 

estados del día 8, y dentro de la oportunidad correspondiente, la recurrente 

presentó escrito de igual contenido al presentado ante la a-quo dentro de los 

3 días siguientes a la audiencia. El no recurrente, guardó silencio. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

Acorde con lo resuelto y argumentado por la señora juez a-quo y los reproches 

elevados por la recurrente, en los siguientes términos pueden plantearse los 

problemas jurídicos que debe abordar la sala en esta ocasión, de lo cual queda 

excluido el reparo relativo al monto de las agencias en derecho en 

acatamiento de lo establecido por el artículo 366-5 del C.G.P1: 

 

1- ¿La circunstancia de que la recurrente Amarilis Buelvas Naranjo no 

haya conducido nunca el vehículo de su propiedad involucrado en los 

hechos, la hace inmune a la responsabilidad por los daños que con el 

mismo se ocasionen? 

 

                                                           
1 “La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho sólo podrán controvertirse 

mediante los recursos de reposición y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas…” 



2- ¿La responsabilidad por los daños causados en el ejercicio de la 

actividad peligrosa de conducción de automotores está limitada por el 

valor del rodante? 

 

A responder tales interrogantes se procede, previa una necesaria acotación 

preliminar sobre la naturaleza de la responsabilidad que el caso plantea, o 

mejor, de lo que constituye para las demandantes el hecho causante de los 

perjuicios que aspiran se les indemnicen. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero recordar que la responsabilidad puede ser contractual o 

extracontractual según que el perjuicio cuyo resarcimiento se reclama, derive  

o no del incumplimiento de un vínculo obligacional entre las partes del 

proceso, pues al paso que se prevé aquella como un EFECTO DE LAS 

OBLIGACIONES (Tít. XII, Libro 4º C.C.), la última se consagra bajo el Título 

XXXIV del mismo estatuto como RESPONSABILIDAD COMUN POR LOS 

DELITOS Y LAS CULPAS. Y es lo cierto que entre quienes aquí comparecen 

como demandantes -reclamando perjuicios propios- y quienes fungen como 

demandados, no medió acuerdo alguno de voluntades a cuyo incumplimiento 

puedan imputarse los perjuicios a reparar, lo que hace que la acción sea 

extracontractual. Pero no es menos cierto que entre su hijo y hermano John 

Fabian Restrepo Álvarez y los aquí demandados sí medió un contrato de 

transporte, y que fue precisamente el incumplimiento del transportador de la 

obligación de resultado de trasladarlo sano y salvo al lugar de destino (art. 

982-2 C. de Co.), puesto que murió en el volcamiento del vehículo en que se 

transportaba como pasajero, el hecho causante de los perjuicios patrimoniales 

y extrapatrimoniales de los cuales aspiran a ser desagraviadas las 

accionantes. 

 

Ese elemento de la responsabilidad quedó suficientemente establecido con los 

medios probatorios analizados por la señora juez a-quo, en torno a lo cual 

ninguna discrepancia planteó la recurrente, solo que ante lo manifestado por 

la funcionaria en su sentencia en el sentido de que -si bien al absolver los 

interrogatorios los demandados trataron de atribuir al malogrado pasajero la 

responsabilidad de su propio fallecimiento por no haber llevado puesto el 

cinturón de seguridad y encontrarse embriagado y bajo el influjo de 



alucinógenos-, ningún debate probatorio se había dado al respecto, amen que 

en verdad sería el conductor y no el pasajero quien debía estar alerta con sus 

cinco sentidos en la actividad de la conducción,  expresa la apelante que ese 

debate no se dio porque era precisamente el conductor codemandado el que 

sabía que el pasajero no llevaba el cinturón de seguridad. Lo cierto es que 

admite que tal aserto no quedó probado, siendo de incumbencia del 

transportador la prueba de cualquier causal de exoneración (art. 1003 C. de 

Co.), y no puede perderse de vista que la responsabilidad del transportador 

se extiende al propietario del vehículo (art. 991 ib.). 

 

Y aún dejando de lado lo anterior, a igual conclusión se llega al considerar la 

reiterada jurisprudencia conforme a la cual, la calidad de responsable de 

daños causados en ejercicio de actividad peligrosa, emana de tener la guarda 

material de la misma, la cual se presume en el propietario de la cosa con que 

se desarrolla, si bien puede este desvirtuar tal presunción demostrando que 

con anterioridad al hecho se había despojado voluntariamente de la guarda o 

esta le había sido arrebatada, lo cual en este caso no sucedió, pues lo alegado 

por el recurrente es que si bien la mencionada dama ostenta la calidad de 

propietaria del vehículo involucrado en los hechos, no ha sido ella sino su 

cónyuge quien lo ha conducido en labores de mensajería, de lo cual derivan 

su sustento, que ella ni siquiera sabe manejar, que nunca lo ha hecho, y que 

en el evento de tener que responder con aquél por los daños causados “solo 

sería hasta por un monto equivalente al valor del vehículo involucrado en el 

accidente.”, afirmación esta carente de cualquier fundamento y 

evidentemente contraria al principio general indemnizatorio  establecido por 

el artículo 2341 del C.C. y reiterado por el art. 2356 ib. que obliga a reparar 

“todo daño” sin miramiento al valor de la cosa con que se causó. 

 

Al respecto, en sentencia SC 4750-2018 (M.P. Margarita Cabello Blanco), 

reiterando lo dicho en anteriores oportunidades, expresó la Sala de Casación 

Civil de la Corte Suprema de Justicia: 

 

“(R)ecogiendo esta idea ya consolidada en el derecho patrio y 

ampliándola a otros casos, tuvo oportunidad la Sala de indicar: 

 

«[S]iendo en sí misma la actividad peligrosa la base que justifica en 

derecho la  aplicación del artículo 2356 del Código Civil, preciso es 



establecer en cada caso a quién le son atribuibles las consecuencias de 

su ejercicio, lesivas para la persona, el alma o los bienes de terceros, 

cuestión ésta para cuya respuesta es común acudir a la noción de 

"guardián de la actividad", refiriéndose con tal expresión a quienes en ese 

ámbito tengan un poder efectivo de uso, control o aprovechamiento 

respecto del artefacto mediante el cual se realiza dicha actividad (cfr. 

Casación Civil de 26 de mayo de 1989, aún no publicada), debiendo por 

consiguiente hacerse de lado dos ideas que, quizás a diferencia de lo que 

pudiera sostenerse sobre el tema en otras latitudes, en nuestro 

ordenamiento y a la luz del precepto legal recién citado, resultan 

desprovistas de suficiente sustento legal, a saber: la primera es que el 

responsable por el perjuicio causado sea necesaria y exclusivamente el 

mero detentador físico de la cosa empleada para desplegar la actividad 

riesgosa -toda vez que la simple circunstancia de que esa cosa se halle al 

momento del accidente en manos de un subordinado y no del principal, 

no es obstáculo para que apoyo en el artículo 2356 del Código Civil la 

obligación resarcitoria pueda imputársele al segundo directamente-, 

mientras que la segunda, por cierto acogida a la ligera con inusitada 

frecuencia, es que la responsabilidad en estudio tenga que estar ligada, 

de alguna forma, a la titularidad de un derecho sobre la cosa. En síntesis, 

en concepto de "guardián" de la actividad será entonces responsable la 

persona física o moral que, al momento del percance, tuviere sobre el 

instrumento generador del daño un poder efectivo e independiente de 

dirección, gobierno o control, sea o no dueño, y siempre que en virtud de 

alguna circunstancia de hecho no se encontrare imposibilitado para 

ejercitar ese poder, de donde se desprende que, en términos de principio 

y para llevar a la práctica el régimen de responsabilidad del que se viene 

hablando, tienen esa condición: 

 

(i) el propietario, si no se ha desprendido voluntariamente de la tenencia 

o si, contra su voluntad y sin mediar culpa alguna de su parte, la perdió, 

razón por la cual enseña la doctrina jurisprudencial que " ... la 

responsabilidad del dueño por el hecho de las cosas inanimadas proviene 

de la calidad que de guardián de ellas presúmese tener ... ", agregándose 

a renglón seguido que esa presunción, la inherente a la "guarda de 

actividad", puede desvanecerla el propietario si demuestra que transfirió 

a otra persona la tenencia de la cosa en virtud de un título jurídico, ( .. ) 

o que fue despojado inculpablemente de la misma, como en el caso de 

haberle sido robada o hurtada ... " (G.l. T CXLIl, pág. 188). 



(ii). Por ende, son también responsables los poseedores materiales y los 

tenedores legítimos de la cosa con facultad de uso, goce y demás, cual 

ocurre con los arrendatarios, comodatarios, administradores, acreedores 

con tenencia anticrética, acreedores pignoraticios en el supuesto de 

prenda manual, usufructuarios y los llamados tenedores desinteresados 

(mandatarios y depositarios); 

 

(iii). y en fin, se predica que son "guardianes" los detentadores ilegítimos 

y viciosos, usurpadores en general que sin consideración a la ilicitud de 

los antecedentes que a eso llevaron, asumen de hecho un poder 

autónomo de control, dirección y gobierno que, inhibiendo obviamente el 

ejercicio del que pertenece a los legítimos titulares, a la vez constituye 

factor de imputación que resultaría chocante e injusto hacer de lado” (SC 

196-1992 de 4 de junio de 1992, rad. n°. 3382, G.J. CCXVI, n°. 2455, 

págs. 505 y 506. En el mismo sentido, SC  del 17 de mayo de 2011, rad. 

n°. 2005-00345-0; SC de abril 4 de 2013, rad. n°. 2002-09414-01; 

SC4428-2014 de 8 ab 2014, rad. n°.  11001-31-03-026-2009-00743-01)» 

 

No requiere el concepto que se examina que se tenga físicamente la cosa 

para ser guardián de ella pues lo fundamental es que se posea el poder 

de mando en relación con la cosa, lo que supone un poder intelectual de 

control y dirección de la misma. Asimismo, debe recalcarse que la Corte 

pregona la calidad de guardián en quien obtiene provecho de todo o 

parte del bien mediante el cual realiza la actividad caracterizada por su 

peligrosidad. Ha prohijado la figura de la guarda compartida, pues “no 

es extraña la concurrencia de varias personas que, desde diversos 

ángulos y en atención a sus propios intereses o beneficios, pueden 

ejercer al tiempo y a su manera la dirección o control efectivo de aquellas 

y que a todas les impone el deber jurídico de impedir que se convierta 

en fuente de perjuicios para terceros” (SC-008 sentencia del 22 de abril 

de 1997, rad. n°.. 4753)”. 

 

CONCLUSIÓN 

 

No asiste razón a la apelante, por lo que la sentencia recurrida se mantendrá 

incólume. No obstante, no se impondrán costas en esta instancia por no 

aparecer causadas. 

 



Por lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Civil del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de fecha y 

procedencia indicadas. Sin imposición de costas en esta instancia por falta de 

causación. 

 

En firme esta decisión, devuélvase el expediente digitalizado al Despacho de 

origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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